[bookmark: _GoBack][image: O:\Voces Mesoamericanas\Interno\Imágen\Voces grafico vectorial.png]

Chiapas, México a 29 de febrero del 2016


Contribuciones de Voces Mesoamericanas, Acción con Pueblos Migrantes, A.C.[footnoteRef:1], respecto a la realidad migratoria de niñas, niños y adolescentes en la frontera sur de México, y la niñez indígena migrante en lo particular en el marco de la elaboración de la [1:  Datos de contacto: Página de internet: http://www.vocesmesoamericanas.org/  
Correo electrónico: vidal@vocesmesoamericanas.org ] 



Observación General Conjunta CDN-CTM sobre “los derechos humanos 
de la niñez en el contexto de la migración internacional”


Voces Mesoamericanas es una organización mexicana, constituida formalmente en abril de 2011, que surge a partir de la Misión Civil que en marzo de 2009 llevó a Washington algunas propuestas para una reforma migratoria integral. A partir de entonces, se han realizado cada año los Encuentros Mesoamericanos sobre Desarrollo y Migración. Los Encuentros son un espacio de diálogo y reflexión que reúnen a representantes de asociaciones de migrantes en EUA, organizaciones sociales y campesinas, actores civiles y académicos aliados en Centroamérica y México.

Actualmente, el equipo de Voces Mesoamericanas incorpora en su equipo de trabajo a personas que son indígenas con experiencia migratoria en los EUA, que han retornado a sus comunidades de origen en la región de Los Altos de Chiapas. 

A partir de su misión como asociación civil mexicana que practica y reconoce la  interculturalidad, promueve la organización y articulación de sujetos migrantes para la defensa y ejercicio de los derechos y su participación en la construcción del Buen Vivir en la comunidad trasnacional de los pueblos de Mesoamérica y Norteamérica

Respecto al contexto local en relación a la situación de la niñez y juventud inmersas en la migración internacional, podemos señalar brevemente que el Estado de Chiapas, localizado en la frontera sur de México, no sólo juega un papel importante en el paso de migrantes provenientes de Centroamérica y otras regiones del mundo, o como destino temporal o permanente de jornaleros agrícolas y trabajadoras domésticas, también es lugar de origen y retorno de un número significativo de chiapanecos que se desplazan a otros estados del país y principalmente hacia los Estados Unidos de América (EUA) como destino final, ya sea temporal o definitivo. En los últimos 10 años alrededor de 400 mil chiapanecos se han incorporado a la migración internacional, lo cual guarda una íntima relación con la situación cada vez más precaria de la población, así como con la imposición de modelos extractivos y supuestamente productivos que atentan contra la totalidad de los derechos fundamentales, especialmente de niños, niñas y jóvenes. De igual modo, el número de menores chiapanecos que se han unido a la migración como jornaleros agrícolas temporales, continúa en aumento. Más recientemente, un número importante de menores migrantes se ha desplazado a las grandes ciudades para trabajar en el sector de la construcción y los servicios en los desarrollos turísticos.

Un 65 por ciento de los y las migrantes chiapanecos son  campesinos e indígenas. Las necesidades de estos grupos no han sido atendidas desde las instancias públicas y desde la sociedad civil. Además, estas políticas no toman en cuenta las condiciones particulares de las regiones indígenas con las mayores tasas de pobreza, y por consecuencia, los mayores índices de expulsión. Finalmente, no existe un marco legislativo que permita la continuidad de las iniciativas, la coordinación interinstitucional e interestatal y contralorías ciudadanas. 

Un problema actual en Chiapas es que las instancias gubernamentales no han puesto la debida atención en los cambios socioculturales, demográficos y económicos vinculados a la emigración de los chiapanecos y su retorno. Por ello ignoran la mayor parte de las múltiples problemáticas que enfrentan, lo que tiene como consecuencia que las demandas de este sector de la población sean desatendidas. Si bien, existe una Oficina de Atención a Chiapanecos en el Exterior en la estructura del gobierno estatal, sus recursos, mecanismos y servicios de cobertura son muy limitados.

En los últimos cinco años, organizaciones de la sociedad civil en Chiapas ha detectado cuatro problemáticas centrales que vinculan exclusión, desigualdad y movilidad humana, afectando a los migrantes indígenas, y la niñez y juventud migrante en particular, a aquéllos provenientes de regiones de reciente inclusión en la migración internacional:

•	El retorno de un promedio anual de 17 mil migrantes chipanecos aprehendidos y devueltos por las autoridades migratorias estadounidenses -según datos oficiales del Instituto Nacional de Migración-, y de quienes regresan en forma voluntaria. Los migrantes deportados o repatriados no cuentan con ningún mecanismo que garantice su protección durante el traslado a sus localidades de origen, o que atienda su situación familiar o de propiedades y pertenencias que pudieron haber dejado en el país vecino. Numerosos casos documentados indican que los chiapanecos repatriados no disponen de los recursos necesarios para garantizar un traslado seguro a las comunidades de origen, y que su devolución se realiza fuera de los horarios y lugares convenidos, quedando a merced de grupos del crimen organizado. Las políticas de Estado generan muerte y violencia contra los migrantes, y un cúmulo de situaciones traumáticas y aspectos negativos que afectan la subjetividad migrante.
•	Tampoco existe un mecanismo que atienda las necesidades de reintegración de más largo plazo de la población retornada, tanto en lo económico como lo social. Esto es particularmente grave para la población adolescente y joven, ya que con frecuencia enfrentan obstáculos para la reinserción social y productiva en sus comunidades. El capital social que los migrantes han acumulado a lo largo de su experiencia de movilidad no es reconocido ni valorado por sus comunidades, y tampoco existen políticas públicas que potencialicen sus contribuciones a la gestión de la vida social. Los migrantes retornados están invisibilizados en la política migratoria. El Gobierno Federal en México destina recursos a los estados para su atención a partir del Fondo de Apoyo a Migrantes (FAM) creado en 2010, pero Chiapas no está incluido en la asignación presupuestal. La reinserción económica y social de la población retornada en Chiapas no ha sido una prioridad a la que se destine recursos, siendo en los últimos años de los principales puntos de origen de migrantes.
•	Chiapas se convirtió en la entidad con mayor porcentaje de población en pobreza. La necesidad de sobrevivencia de los 3 millones 782 mil pobres en Chiapas, que equivale a 74.7% de su población (Coneval, 2012), seguirá empujando la migración indocumentada, especialmente la de jóvenes y menores de 17 años que son los grupos más afectados por la violencia y la pobreza en el país. El informe Pobreza y derechos sociales de niños, niñas y adolescentes en México 2010-2012, elaborado de manera conjunta por la Unicef en México y el Coneval, reveló que el 53.8% de niños y adolescentes menores de 17 años que viven en pobreza y el 12.1 en pobreza extrema. Uno de los casos más trágicos es el de los menores de las comunidades indígenas, pues casi ocho de cada 10 (78.5%) padece condiciones de pobreza, y uno de cada tres de ellos vive en pobreza extrema.
•	La imposibilidad de incorporación social y productiva de los trabajadores retornados y los miles de jóvenes que engrosan la población económicamente activa en México, incrementará la presión y el descontento social. En el contexto social y económico de EUA y México, resulta muy probable que los flujos de migración indocumentada se incrementarán, y también los costos sociales y humanos del cruce de fronteras militarizadas. Tal y como lo demuestran las cifras dadas a conocer a principios de este año 2016, donde el número de detenciones de menores migrantes provenientes de México y Centroamérica va en acelerado aumento. De octubre 2015 a enero 2016 los EEUU reportan 20,455 migrantes menores detenidos, el doble con respecto al mismo periodo del año anterior, y 333% si consideramos las cifras de los últimos 3 años.

Por lo tanto, de este contexto podemos señalar que la generación de estrategias y políticas públicas que respondan a estas problemáticas, no sólo depende de la sensibilidad y voluntad política de las autoridades estatales, sino también, de la presión social que las políticas nacionales e internacionales permitan ejercer directamente a los y las migrantes organizados con un mayor conocimiento sobre sus derechos y con capacidad de incidencia.

En el contexto actual es necesario que la sociedad civil organizada contribuya a la creación y gestión de políticas que mejoren el acceso de migrantes y sus familias a la justicia y los derechos. Para ello, es necesaria una mirada diferente por parte de los Estados y la comunidad internacional, la cual supere la concepción romántica de las migraciones, y la considere como movimientos sociales en los que se incorporan nuevos dispositivos de dominación y explotación, así como nuevas prácticas de libertades e igualdad.

Desde un enfoque de la autonomía de las migraciones, Voces Mesoamericanas, Acción con Pueblos Migrantes, plantea reconocer a los migrantes como sujetos sociales que protagonizan procesos de una transnacionalización desde abajo, y observar los movimientos y conflictos migratorios desde una perspectiva que priorice las prácticas subjetivas, los deseos, las expectativas y los comportamientos de los propios migrantes. Enfoque que creemos debe ser incluido en los instrumentos internacionales en aras del principio de progresividad de los derechos humanos.

En términos generales, las políticas migratorias están caracterizadas por una serie de contradicciones o ambivalencias entre aspectos positivos y negativos, en términos de reconocimiento normativo y para el ejercicio efectivo y pleno de derechos de la población migrante. En los últimos años los Estados han desarrollado diversos mecanismos relativos a la niñez y juventud migrante. Aunque algunas de estas iniciativas significan un avance considerable frente a la invisibilidad que antes tenía este fenómeno, aún restan importantes y numerosos desafíos pendientes para cimentar una política de migración e infancia que esté orientada por el principio de protección integral de la Convención sobre los Derechos del Niño.

Por ejemplo en el caso mexicano, la nueva Ley de Migración (2011) y su Reglamento (2012), incorporan principios de la Convención sobre los Derechos del Niño que colocan a México en una posición relativamente avanzada en materia de regulación normativa sobre derechos de niñez y juventud migrantes. Este marco normativo se ve a su vez fortalecido por la reforma en derechos humanos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (2011). Sin embargo, en la nueva ley migratoria también se identifican cláusulas y lagunas que limitan o contradicen ese postulado, especialmente en lo relativo a derechos y garantías claves en el contexto de la migración irregular de niños, niñas y adolescentes.

Desde la aprobación de la Ley de Migración han entrado en vigor numerosas disposiciones relativas a los derechos de niñez y juventud migrantes. Pese a ello, las prácticas de detención y repatriación de niños y niñas implican serias contradicciones con derechos y garantías reconocidos en la Convención, en la Constitución mexicana, en la propia Ley de Migración y otras normativas.

Frente la irregularidad migratoria de niños, niñas y jóvenes migrantes, las respuestas son homogéneas en la amplísima mayoría de los casos, tal como lo demuestran las estadísticas y otras fuentes de información. Ello invisibiliza las complejidades, particularidades y vulnerabilidades de cada caso. Es decir, las circunstancias de cada menor y garantía de sus derechos se subsumen a los objetivos prioritarios de control y gestión de la migración irregular, con los consecuentes perjuicios para sus derechos, es decir, para el presente y el futuro de estos niños y niñas.

La política migratoria, y en particular los mecanismos dirigidos a la detención y repatriación de niñez y juventud migrantes, recurre a una serie de eufemismos que no sólo suponen un déficit semántico que opone la palabra a la realidad de los hechos. El principal problema de la utilización de esos eufemismos es que invisibiliza la verdadera naturaleza jurídica de prácticas estatales violatorias de derechos fundamentales y dificulta el análisis, monitoreo y evaluación de la política migratoria.

Existe una grave y generalizada falta de información cuantitativa y en especial cualitativa sobre niñez y juventud migrantes, que obstruye el diseño de políticas públicas integrales dirigidas a la protección de los derechos humanos de la infancia y la adolescencia en situación migratoria irregular. Producir, difundir y garantizar el acceso a esta información es responsabilidad del Estado a través de los organismos competentes.

Los procesos de reforma de normas y políticas públicas, así como la supervisión de la aplicación de normativas emergentes de dichos procesos, han estado caracterizados por importantes restricciones a la participación de la sociedad civil. Esto dificulta un abordaje integral en el diseño e implementación de las políticas y limita severamente el rol central de la sociedad en su evaluación y monitoreo. Los mecanismos creados en materia de niñez y juventud migrantes presentan este mismo déficit.

La migración de niños, niñas y jóvenes desde Centro a Norteamérica a través de la frontera sur de México, es un fenómeno que requiere un abordaje que excede el marco nacional y exige una respuesta conjunta a nivel regional y multisectorial, incluyendo un enfoque de derechos humanos. No obstante, hasta el momento las iniciativas bilaterales y regionales se han limitado a promover mecanismos destinados a facilitar la repatriación y el bloqueo de fronteras. La garantía de derechos fundamentales de niños y niñas migrantes en el contexto de la migración, así como la búsqueda de soluciones duraderas, individuales y generales, no han tenido el debido tratamiento en el ámbito bilateral o regional.

Las políticas públicas de los países de origen de niñez y juventud migrantes, así como la actuación de las representaciones consulares en el marco de los procedimientos de detención y repatriación, presentan deficiencias y lagunas que obstaculizan la posibilidad de adecuar esos procesos a los principios de la Convención sobre los Derechos del Niño.

Esto evidentemente forma parte de una política regional (Estados Unidos-México) de detención-deportación cada vez más exacerbada y que deja de lado un enfoque de derechos humanos. En donde la migración de menores se encuadra en un marco más amplio de crisis migratoria; por ejemplo, en cuanto a personas migrantes detenidas independientemente de la edad, en 2014 el Instituto Nacional de Migración en México registró 127 mil 149 detenciones, lo que representó 47 por ciento más que en 2013, año en el que hubo 86 mil 298 encierros de personas, de las cuales 14 mil 73 eran mujeres y de ellas, 2 mil 700 eran niñas y adolescentes. Durante el periodo enero-noviembre de 2015 fueron presentados ante el INM 178 mil 254 personas, lo cual significa que entre junio de 2014 y julio de 2105, las detenciones de migrantes subieron el 73% respecto al mismo período para el año anterior. 

La negativa del gobierno de México, y otros Estados, para reconocer la detención de migrantes como tal (personas privadas de libertad), y su insistencia en el uso de términos eufemísticos –personas “presentadas” o “alojadas”- pone a los migrantes detenidos en un limbo legal y en clara violación a los derechos de menores migrantes en particular, a quienes no se les debería privar de su libertad bajo ningún motivo ni circunstancia. Jurídicamente no son reconocidos como detenidos, y por lo tanto no les son reconocidos los mismos derechos siquiera que a las personas privadas de libertad. Entre los problemas más graves que enfrentan los menores migrantes en detención se encuentran las condiciones de vida al interior de los centros de migración, el acceso efectivo a la atención médica y psicológica, la alimentación, higiene y confortabilidad, espacios para convivencia entre familias detenidas y para visitas externas, separación física de la población adulta, el respeto al debido proceso y acceso a la justicia con las especificidades que para los casos de menores amerita, y tratos crueles e inhumanos.

Esto es particularmente perjudicial para los menores solicitantes de refugio y sobre todo para quienes deberían ser reconocidos como tal pero no pueden siquiera formular su solicitud. Se trata de menores que son detenidos y deportados con frecuencia sin ser informados de sus derechos y dando una oportunidad justa para contar sus historias ante una autoridad competente y en su propio idioma, cuestión aún más delicada en cuanto a menores indígenas, viniendo en su mayoría de contextos alarmantes de extrema violencia, despojos de tierras, contaminación de ecosistemas y amenaza a su integridad y vida en general; por ejemplo de países como Honduras donde la Comisión Interamericana de Derechos Humanos reconoce un índice de 97 asesinatos por cada cien mil habitantes, siendo la mayor tasa a nivel mundial. 

El número total de menores refugiados reconocidos por el Estado mexicano es extremadamente mínimo cuando se toma en cuenta el número de deportaciones. De acuerdo a la Comisión Mexicana de Ayuda a Refugiados (COMAR), el total de las solicitudes de menores para refugio aumentaron de 62 en 2013 a 78 en 2014, y al 30 de noviembre de 2015 ascendía a 131 demandantes de refugio, siendo prácticamente todos los casos menores provenientes de Honduras, El Salvador y en menor medida de Guatemala. En 2013 fueron reconocidos 18 menores como refugiados, en 2014 fueron 25, y a noviembre de 2015 sumaron 131, lo cual refleja que el porcentaje de menores reconocidos como refugiados es menor año con año, recordando siempre que son aquellos menores que logran ingresar su solicitud ante la COMAR, lo cual en la práctica es cada vez más obstaculizado por ineficiencia burocrática y motivada por la mencionada política de detención-deportación exprés puesta en práctica de 2013 a la fecha, lo cual hace improbable que durante el proceso los menores obtengan la suficiente información y oportunidad para exigir su derecho a refugio y sus derechos como víctimas de delitos. Sin embargo, las propias estadísticas públicas invisibilizan el origen cultural indígena de las y los menores solicitantes de refugio; repitiéndose esta ausencia en la información en cuanto a menores deportados. Lo cual evidencia las falencias de origen en las políticas públicas para un enfoque intercultural, propio de muchas de las comunidades de origen.

De igual manera, la política de detención y deportación exprés implementada en los últimos años por parte de Estados Unidos y México por ejemplo, pero no únicamente, invisibiliza y constituye una franca violación al derecho fundamental a una repatriación digna, únicamente en los casos estrictamente aplicable, lo cual implica que debe ser hasta el momento en que llega el o la menor migrante a su propia comunidad, y no únicamente, por ejemplo, hasta el límite fronterizo o la capital del Estado de origen. De la misma forma, esta práctica se presta a exacerbar actitudes racistas y discriminatorias por parte del Estado mexicano, al deportar absurdamente a menores nacionales de su propio país, hacia Guatemala en estos casos, tras tomar las decisiones de deportación evidenciando que en momento alguno se escucha a las personas migrantes, considerándolos como extranjeros en su propio país y solamente por sus rasgos físicos.

En este contexto se hace necesario además reconocer la migración de niñas, niños y adolescentes como un factor de urgencia de cambio, ante un sistema socioeconómico y político de exclusión e inequidad global y local que golpea ahora, y como nunca, a la niñez y juventud en las comunidades del sur de México, Centroamérica y muchas otras partes del mundo bajo estos sistemas. En sus causas está la pérdida de las tierra colectivas de un cada vez mayor número de pueblos indígenas, la separación de familias causada por las migraciones históricas de la población adulta, la violencia creciente en los países de origen y la precariedad cada vez más severa en cuanto a derechos laborales, y sociales y económicos en general.

Las estrategias gubernamentales de Estados Unidos y México de control de flujos migratorios que se basan en la militarización del territorio y la criminalización de la migración, están provocando un distanciamiento cada vez mayor de las políticas públicas con respecto a las causas de fondo y la realidad social en que se desarrolla la migración en todas sus etapas. Es decir, la preeminencia de políticas públicas de seguridad nacional está provocando tener gobiernos, formalmente “democráticos” bajo el discurso internacional, pero cada vez más alejados de su población misma, y más aún de la niñez migrante, a quien no se le escucha ni mucho menos se le permite participar en la protección y ejercicio de sus propios derechos fundamentales.

En este sentido, las políticas públicas con un enfoque exclusivo o preponderante en la seguridad nacional, están provocando que las rutas y las condiciones de la migración sean cada vez más inseguras, costosas y de mayor duración tanto en el tránsito como en el destino, a la vez que se genera un espacio de control para el crimen organizado y para la impunidad en la participación de los agentes de gobierno en la comisión de delitos contra las y los menores migrantes, tales como robo, extorsión, secuestro, violación, desaparición, entre otros. Al respecto es importante señalar que en los últimos años se comienzan a desdibujar los patrones que identificaban la migración interna de la migración internacional, como algo evidente y unívoco. Cada vez es mayor la necesidad de viajes y rutas migratorias más largas, peligrosas y costosas para llegar a otros países, por lo que los menores migrantes ya no nada más van “en tránsito” directo a un “destino”, en Estados Unidos por ejemplo, sino que se ven obligados a tomar trabajos temporales en otras ciudades y plantaciones agroindustriales durante su trayectoria, en las fincas del sur y norte de México por ejemplo, pero que deben ser reconocidos como migrantes internacionales, aunque aún no hayan salido propiamente de su país, pero que su intención final es cruzar una o dos fronteras nacionales.

Igualmente, es importante señalar que las dinámicas migratorias no son lineales, y mucho menos la movilidad propia de la migración infantil y juvenil, caracterizada por una mayor improvisación, incertidumbre y vigorosidad, sobre todo cuando viajan no acompañados de un adulto. Es lo que podemos llamar una migración escalonada. Esto último, en conjunto con la tendencia de precarización de las condiciones laborales en el mundo, que en gran medida es impulsada por los acuerdos y tratados comerciales multilaterales y binacionales, provocan que la dinámica migratoria de trabajadores menores de edad sea cada vez más compleja. Por ejemplo, existe un número cada vez mayor de menores centroamericanos que viajan a trabajar temporalmente en las fincas del sur México durante unos meses, y luego regresan a su país o intentan cruzar a los Estados Unidos. Y sin embargo, es una dinámica migratoria poco visibilizada y por lo tanto poco protegida a nivel internacional y por lo propios países en la práctica. 

En su mayoría los trabajos destinados a menores son empleos mal pagados, de alta explotación laboral en relación salario/jornal a las horas trabajadas, en la informalidad fiscal y de protección de seguridad social, así como en situaciones que favorecen una esclavitud moderna, tratos inhumanos y degradantes, así como trata infantil, sexual y laboral. Así lo confirman los testimonios recabados por Voces Mesoamericanas de niñas, niños y adolescentes que han decidido migrar en los últimos años provenientes de Centroamérica y sur de México. Sin embargo, nos señalan en estos mismos testimonios que las condiciones de pobreza, marginación, desigualdad e inseguridad que enfrentan son a su vez cada vez más graves en sus comunidades de origen, por lo que aún esta migración crecientemente más riesgosa sigue siendo una salida para su sobrevivencia.

En el mismo sentido, el Estudio presentado por ACNUR en 2012 denominado “Children on the Run”, reconoce que el 57% de los menores centroamericanos entrevistados eran susceptibles de ser reconocidos bajo un status de protección internacional. 

Las agencias nacionales e internacionales de reclutamiento están aplicando prácticas y fomentando legislaciones regresivas en cuanto a la protección y garantía de los derechos económicos y sociales de las y los trabajadores migrantes, teniendo un mayor impacto en las condiciones laborales de menores quienes se encuentran en una mayor vulnerabilidad frente a sus empleadores y frente a la tercerización de su contratación.

Los Estados se ven beneficiados de la migración de menores. Por un lado, al momento de salir de sus comunidades de origen les pareciera a los Estados que no es necesario generar acciones que brinden condiciones dignas a la educación, salud, alimentación, etc., para los menores y sus familias. Por otro lado, en el destino se clasifican como mano de obra no calificada haciéndolos víctimas de trabajo clandestino y violaciones a sus derechos fundamentales.

Entre algunos puntos destacados en diferentes espacios de incidencia, dese Voces Mesoamericanas se propone:

· Respetar el equilibro entre los principios de pro-persona, del interés superior del niño, preservación de la identidad cultural y el de unidad familiar en las prácticas y políticas migratorias, así como en materia legislativa de forma transversal.

· Garantizar el acceso a peticiones de asilo. Que los niños, niñas y jóvenes sean reconocidos como refugiados o sujetos de protección complementaria en su caso, tras un estudio minucioso, concreto y exhaustivo de cada caso, escuchando a las y los menores permitiéndoles expresarse en su propio idioma bajo el auxilio de su propio idioma, especialmente en el caso de menores indígenas.

· Dar una respuesta regional con enfoque de derechos humanos, a partir de una actuación compartida de los Estados de origen, y no meramente de índole de seguridad nacional, a las causas de migración forzada, la cual se engloba en una violación sistémica de los derechos humanos de niños, niñas y jóvenes. Así como, dar una respuesta coordinada para garantizar su bienestar antes, durante y después del proceso migratorio en su totalidad, progresivamente y a largo plazo.

· Garantizar de forma integral el derecho a migrar dignamente y en plena seguridad, como componente esencial del derecho a la libre movilidad y locomoción humana; al mismo tiempo que el derecho al arraigo, a no migrar, para que en última instancia la migración se convierta en una decisión plenamente libre y no forzada bajo ninguna causa, lo cual se traduce en la plena satisfacción de derechos económicos, sociales, culturales y ambientales para todas las niñas, niños y jóvenes en las comunidades que actual e históricamente constituyen las poblaciones de origen en las migraciones, particularmente de las poblaciones indígenas latinoamericanas.

· Buscar medidas alternativas de protección de menores migrantes y bajo ninguna circunstancia permitir la privación de la libertad, ni siquiera argumentada como último recurso.

· Tener condiciones dignas y sobre todo transparentes para permanecer en los lugares de destino y tránsito hasta garantizar un retorno seguro.

· Buscar implementar nuevas políticas con la posibilidad de otorgar visas de tránsito y status migratorios temporales y permanentes en aras en todo momento del interés superior del niño.

· Perseguir el delito de trata de personas, con las particularidades de investigación penal que implica la trata de menores migrantes en todas sus facetas.

· Considerar cada caso de manera individualizada y diferenciada atendiendo edad, género, diversidad cultural, etc., con la participación activa de los menores implicados, con un tutor y un representante legal, así como con un traductor de su confianza en el caso de que no hable el idioma del país en que se encuentra, y en todos los casos tratándose de la niñez indígena migrante.

· Promover, permitir y propiciar, financieramente inclusive, a la sociedad civil organizada realizar un monitoreo de los fondos que son asignados a las instituciones involucradas en las políticas migratorias.

· Igualmente que la sociedad civil pueda compartir las experiencias sobre formas integrales de atender y acompañar el retorno de la niñez y juventud migrante, así como contribuir a la orientación de las políticas y programas que se plantean desde el Estado y capacitar al personal para su ejecución; por ejemplo convocando a mesas de diálogo con todos los actores involucrados que permitan la construcción de políticas públicas y acciones inmediatas.


Así mismo retomamos particularmente de las Observaciones Generales números 6 y 11 del Comité de Derechos del Niño (CDN), hacer avanzar la garantía de derechos de la niñez y juventud indígena en situación de migración y potencial migración, en cuanto a:

· Detectar las lagunas y barreras que impiden que los niños indígenas gocen de sus derechos, a fin de aplicar las medidas positivas apropiadas mediante la legislación, la asignación de recursos, las políticas y los programas.

· Aplicar medidas especiales para que la niñez y juventud indígena en situación de migración y potencial migración, puedan acceder a servicios culturalmente apropiados en los ámbitos de la salud, la nutrición, la educación, las actividades recreativas, los deportes, los servicios sociales, la vivienda, el saneamiento y la justicia juvenil.

· Tomar medidas especiales para que los niños indígenas disfruten del derecho a un nivel de vida adecuado, así como de que esas medidas, junto con los indicadores de bienestar, se elaboren en participación y rectoría con los pueblos indígenas, incluyendo la niñez y la juventud, también como actores críticos y plenamente consciente de sus derechos y de las causas que violan sus derechos. Sin olvidar que en la gran mayoría de los casos las voces y propuestas de los pueblos indígenas en América Latina y el mundo contestan y se plantean como una alternativa al discurso dominante del desarrollo. Es decir, la visión que se concentra en la expresión del “Buen Vivir”, “buenos vivires”, o el “vivir bien” de los pueblos, trascendiendo los indicadores del progreso y el crecimiento económico –y macroeconómico sobre todo-, aún preponderante en muchos programas nacionales y multilaterales que dicen o pretenden en el discurso oficial combatir las causas de las migraciones, ignorando incluso que en muchos casos son –los programas y planes de desarrollo- la causa de lo mismo que culpan.

· Tomando al centro de las políticas públicas la participación de las familias y las comunidades indígenas, reunir datos sobre la situación de los niños indígenas, incluidos los niños en situación de migración y potencial migración. Esa información debería utilizarse para formular políticas sobre el entorno social y otro tipo de acogida de los niños indígenas migrantes de forma que se tenga en cuenta su contexto cultural. La consideración primordial en los programas de desarrollo, servicios sociales, salud y educación que se refieran a los niños indígenas migrantes debería ser el interés superior del niño, la preservación de su identidad cultural, así como el mantenimiento de la integridad de las familias y las comunidades indígenas.

· Adoptar las medidas necesarias para facilitar el acceso de los niños indígenas en tránsito migratorio y en destino a los servicios de salud, así como para que los problemas de salud de ellos y sus familias no sea un motivo para migrar forzadamente.

· En relación con la salud de los adolescentes migrantes, considerar estrategias específicas para dar a los adolescentes acceso a información sexual y reproductiva y a los servicios pertinentes, dando oportunidad a expresarse en su propio idioma, en particular sobre los riesgos que al respecto se enfrentan niñas y jóvenes en tránsito migratorio, por ejemplo en temas de interrupción de embarazo en caso de violación, uso de contraceptivos, los riesgos de los embarazos precoces, la prevención del VIH/SIDA, y la prevención y el tratamiento de las infecciones de transmisión sexual.

· Como lo reconoce el CDN, “una educación de calidad permite que los niños indígenas ejerzan y disfruten sus derechos económicos, sociales y culturales en su beneficio personal y en beneficio de su comunidad”, lo cual en el contexto migratorio cobra una importancia aún mucho mayor para “ejercer sus derechos civiles a fin de influir en los procesos políticos para mejorar la protección de los derechos humanos. Así, la realización del derecho de los niños indígenas a la educación es un medio esencial de lograr el reconocimiento de derechos a las personas y la libre determinación de los pueblos indígenas”[footnoteRef:2], lo que en conjunto con los otros derechos económicos, sociales, culturales y ambientales constituyen el derecho al arraigo, a no migrar y a una migración digna y no forzada. De igual forma, tratándose de niños, niñas y jóvenes emigrados, se debe permitir que tengan acceso a la educación de una forma que respete su cultura, sus idiomas y sus tradiciones. [2:  Observación General, número 11, párrafo 57.] 


· El mismo CDN reconoce que “los niños indígenas son particularmente vulnerables en situaciones de conflicto armado o de disturbios internos. Las comunidades indígenas suelen residir en zonas codiciadas por sus recursos naturales o que, a causa de su lejanía, sirven de base para grupos armados no estatales. En otras situaciones, hay comunidades indígenas que residen en las cercanías de fronteras o límites controvertidos por Estados”[footnoteRef:3].  Son precisamente estos contextos geopolíticos los que se señalan como una de las principales causas de migración en los últimos años en países como Guatemala, Honduras y El Salvador, así como eminentemente en los Estado de Chiapas, Oaxaca y Guerrero en México. [3:  Idem, párrafo 64.] 


· De igual forma, partiendo siempre de la misma Observación General número 11 del CDN, se hace patente la necesidad de contar con programas de apoyo para la reintegración intercultural de menores migrantes y sus familias con un enfoque en “la recuperación física y psicológica y la reintegración social de todo niño víctima de cualquier forma de explotación, abuso, tortura u otra forma de tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, o de conflictos armados”[footnoteRef:4], y habría que ampliarlo a contextos de extrema violencia y extrema pobreza, en los cuales se generan las causas de la cada vez más masiva migración de menores indígenas. Reconociendo además que por razones culturales son menores más propensos al suicidio en situaciones sistemáticas de tanta opresión y estrés, lo cual es muchas invisibilizado por gobiernos, comunidad internacional, sociedad civil e incluso por las mismas comunidades. [4:  Idem, párrafo 67.] 


· Tomar en consideración que las y los menores migrantes están mucho más expuestos a la explotación económica, trata de personas y tratos inhumanos y degradantes. Por lo tanto, se requiere de estándares precisos, nacionales e internacionales, que le den una aplicación concreta a lo establecido en el artículo 32 de la Convención de Derechos del Niño, que dispone que todos los niños indígenas deben estar protegidos contra la explotación económica y contra el desempeño de cualquier trabajo que pueda ser peligroso o entorpecer la educación del niño, o que pueda ser nocivo para la salud del niño o para su desarrollo físico, mental, espiritual, moral o social; junto a los Convenios de la OIT Nº 138 (edad mínima) y Nº 182 (peores formas de trabajo infantil).

· En el mismo sentido, si en materia de trabajo infantil en general el desafío político es mayúsculo a nivel mundial, la situación de la niñez y juventud migrante que trabajan como jornaleros es cada vez más precaria y continúa estando desprotegida e invisibilizada. Esto en cuanto al análisis de las causas estructurales básicas de la explotación de los menores trabajadores migrantes, para reunir datos y organizar y aplicar programas de prevención, reconociendo que son menores que por su situación de movilidad no pueden elegir libremente un trabajo que les permita subsistir y aportar a sus familias, muchas veces en situación de pobreza extrema y exclusión social, siendo aún más grave la situación de la niñez y juventud indígena dentro de un contexto laboral particularmente hostil respecto a su cultura e identidad.
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